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Exp. 671/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.
SEGUNDA SALA UNITARIA


	EXP. 671/2018


	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTOR: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE,  ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ



	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.




San Luís Potosí, S. L. P., a veintinueve de octubre del dos mil dieciocho.

VISTO para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 671/2018 promovido por el C. ********** contra actos emitidos por el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.
RESULTANDO
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el quince de agosto de dos mil dieciocho, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, por los actos que a continuación se precisan:

…“ÚNICO- EL COBRO EXCESIVO QUE SE PRETENDE POR PARTE DE LA AUTORIDAD I.N.T.E.R.A.P.A.S., POR MEDIO DEL AVISO DE PRÓXIMO CORTE DE SERVICIOS QUE RECIBÍ EN FECHA 18 DE JULIO DE 2018 EMITIDO POR ESTA AUTORIDAD POR CONCEPTO DE AVISO DE CORTE DE SERVICIOS PROGRAMADO, ASÍ COMO LA NULIDAD E ILEGALIDAD AVISO DE PRÓXIMO CORTE DE SERVICIOS DE FECHA 18 DE JULIO DE 2018, POR LOS MOTIVOS QUE MÁS ADELANTE EXPONDRÉ.”…

Admisión de demanda y suspensión
II.- Por auto de fecha dieciséis de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por admitida la demanda del C. **********, en contra del  Organismo Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, motivo por el cual se ordenó que se corriera traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, se procedió a conceder la suspensión, para el efecto de que la Autoridad demandada no suspendiera, ni restringiera el servicio de agua potable en el domicilio de la parte actora.

Contestación de demanda y admisión de pruebas

III.- Por auto de fecha cinco de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó con la copia simple del escrito de contestación, se corriera traslado a la parte actora por el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Así mismo, se tuvo a la parte actora por admitidas como pruebas;
· Aviso de próximo corte de servicios, expedido por la Subdirección de Cobranza, e fecha 18 de julio de 2018; estado de cuenta con número de folio **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; 
· Comprobante de pago de fecha 21 de febrero de 2018, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; 

· Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones; 
A la autoridad demandada se le admitieron las siguientes pruebas:

· Copia certificada del nombramiento expedido por el Director General de Organismo INTERAPAS, a favor del Licenciado José Herminio Gallardo Báez, de fecha veinticinco de febrero de dos mil dieciséis, con el cual la autoridad demandada justifica la personalidad con la que comparece a juicio.

· copia certificada de las hojas de trabajo para la toma de lecturas del grupo de facturación 18 sector 50 ruta 37; que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas en el oficio de contestación de cuenta,

· Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones.

Finalmente  se fijaron las diez horas del veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho para el desahogo de la audiencia de ley.

Audiencia

IV.-
En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, y el Secretario certifico la inasistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acompañando al escrito inicial de demanda el acto impugnado, consistente en el aviso de próximo corte de servicios, de fecha dieciocho de julio de dos mil dieciocho, expedido por la Subdirección de Cobranza del INTERAPAS, dirigido al actor, documental que obra a foja 8 del expediente en el que se actúa. 
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del Licenciado **********, Apoderado Legal de dicho Organismo; acompañando copia certificada del nombramiento de fecha veinticinco de febrero de dos mil, la cual se localiza en foja 25 de este expediente.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del aviso de próximo corte de servicios, de fecha dieciocho de julio de dos mil dieciocho, expedido por la Subdirección de Cobranza del INTERAPAS, dirigido al actor.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los a artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.

Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”
En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de impugnacion planteados por la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas de la 02 a la 06 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable la Tesis de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer..- Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado es el aviso de próximo corte de servicios, de fecha dieciocho de julio de dos mil dieciocho, expedido por la Subdirección de Cobranza del INTERAPAS, relativo al apercibimiento de suspensión de servicios, en caso de omisión del pago total por la cantidad de ********** **********, por concepto de adeudo, cuyo original se localiza a fojas 16, del expediente en que se actúa, documental que fue ofrecida por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda hace valer un concepto de impugnación, el cual se sintetiza de la siguiente manera:

Que el acto impugnado viola los artículos 14 y 16 Constitucionales, pues carece de fundamentación y motivación como lo señala el artículo 164 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que la autoridad demandada no indica los elementos, parámetros y procedimientos que tomo en cuenta para imponerlo, por lo que al ser omiso en fundamentar y motivar el acto lo deja en estado de indefensión para poder argumentar o inconformarse por el cobro de los conceptos y del supuesto adeudo.
Que dicho acto resulta ilegal e injusto, y transgrede su garantías constitucionales por lo que solicita su nulidad y consecuentemente el cobro real a pagar por consumo de agua potable para uso doméstico.
Bajo ese tenor, resulta pertinente realizar la digitalización del acto impugnado, mismo que se realiza a continuación:

DOCUMENTO
Conforme a lo anterior, y de un análisis integral al escrito de demanda, y atendiendo a la causa de pedir, que refiere que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad, cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto o resolución y los motivos que originaron ese agravio, para que el juzgador deba estudiarlo, y toda vez que el accionante se duele de la forma en que se le hace saber del adeudo que tiene con dicho organismo; así como de la lectura de los hechos de su demanda de la cual se advierte su molestia con el "aviso de próximo corte de servicios" que le fue dejado en su domicilio particular reconociendo para ello, tanto el contrato que tiene celebrado con dicho organismo; así como pagos efectuados, desconociendo si éstos fueron aplicados correctamente por el Interapas.

Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis de Jurisprudencia: Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342 

DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.

Por ende, esta Sala Unitaria considera que los argumentos expuestos resultan parcialmente fundados pero suficientes para decretar la ilegalidad de la actuación del Organismo; en razón de las siguientes consideraciones:
Si bien es cierto, que de conformidad con lo establecido en el artículo 180 de la Ley de Aguas para el Estado de S.L.P., el organismo operador de agua cuenta con facultades para suspender el servicio público de agua potable y servicios conexos, como actuaciones independientes a la generación de los adeudos que los usuarios tengan con dicho organismo; los cuales de acuerdo con lo previsto en los artículos 178 y 179 tienen el carácter de créditos fiscales y para su cobro deben aplicarse las reglas establecidas para el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado, también lo es que el ejercicio de dichas facultades -suspensión del servicio- se encuentra  condicionado a la materialización de diversos supuestos, entre los que destacan:

 1) Que se registre la falta de pago en al menos dos ocasiones consecutivas o acumuladas y;

 2) Que se le haya otorgado al usuario del servicio  el término de tres para realizar su pago acreditando fehaciente mente esta notificación de aviso de suspensión. 
Ello, considerando la limitante al ejercicio de aquella suspensión como lo son los casos de uso doméstico, respecto de los cuales únicamente puede proceder la restricción del suministro en el servicio prestado.
Disposiciones legales que se trascriben a continuación:

ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.
ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado.

Los prestadores de los servicios públicos a que se refiere el párrafo anterior, podrán autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales a cargo de los usuarios, en los términos que al efecto establece el propio Código Fiscal del Estado, siempre y cuando el plazo no exceda de doce meses.
ARTÍCULO 180. Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, la falta de pago en dos ocasiones consecutivas o acumuladas, faculta al prestador de los servicios para suspender los servicios públicos hasta que regularice su pago siempre y cuando se acredite la notificación que haya otorgado al usuario el término de tres días para realizar el pago; empero, cuando el servicio sea para uso doméstico, únicamente se podrá restringir el suministro a la cantidad necesaria para satisfacer los requerimientos básicos de consumo humano, respetando en todo momento los parámetros constitucionales e internacionales.

Igualmente, quedan facultados los prestadores de los servicios a suspender los servicios públicos, cuando se comprueben derivaciones no autorizadas o un uso distinto al convenido.

Lo anterior, será independiente de poner en conocimiento de tal situación a las autoridades sanitarias.

Cuando el prestador de los servicios sea un particular a quien se le haya otorgado concesión, realizará la suspensión de los servicios a que este artículo se refiere, cuando así lo haya convenido con los usuarios en el contrato que para tal efecto se celebre.

En todo caso, el municipio, los organismos operadores descentralizados, o la Comisión, tendrán la facultad de suspender o restringir el servicio en términos del párrafo primero de este artículo.

No se aplicará la suspensión del servicio en los domicilios donde habiten lactantes, personas de la tercera edad y personas con discapacidad.

En este sentido, del análisis efectuado a la fundamentación establecida en el "Aviso de Próximo Corte de Servicios" se advierte que el Organismo Operador de Agua sustentó su actuación en lo dispuesto por el artículo 188, fracción VII, en el cual se establece como derecho de los usuarios de los servicios públicos, a ser informados de los Cortes Programados.
“ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:

…

VII. Ser informado con anticipación de los cortes de servicios públicos programados;

…”

Como se puede apreciar, dicha disposición legal corresponde a una hipótesis normativa distinta a la establecida en el referido artículo 180 de la ley de Aguas; pues tal derecho a ser informado respecto de cortes programados, los cuales corresponderían a cortes de servicio de carácter general en el marco del conjunto derechos establecidos en el artículo 188 en cita; a favor de los propios usuarios con la exigibilidad que le es propia y correlativa al cumplimiento de esa obligación por parte  del organismo operador de agua; mientras que la hipótesis normativa prevista en el artículo 180 de la Ley de Aguas, constituye una atribución establecida para la autoridad de suspender el servicio de agua en razón del registro de un incumplimiento de pago por parte de los usuarios con las restricciones ahí establecidas.
En este orden de ideas, la impugnación que formula la parte actora con relación al cobro excesivo que  en su apreciación pretende la autoridad por medio del aviso materia de la presente controversia; en consideración de esta Sala Unitaria, es inatendible en razón de que el adeudo que se menciona en dicho documento; constituye un dato de referencia derivado de la falta de pago registrada en al menos dos ocasiones consecutivas o acumuladas; el cual es necesario para la procedencia del aviso en cuestión como quedó asentado en líneas anteriores; sin que la alusión a este importe -adeudo- pueda ser materia de análisis en cuanto a su determinación propia, pues de conformidad con lo establecido en el multicitado artículo 180 de la ley de aguas, la facultad de suspender el servicio con las restricciones que en el mismo se señalan, y
 es independiente de la determinación y cobro de los adeudos previstos en el artículo 178 de la citada ley.
Con base en lo expuesto, al haberse sustentado el acto impugnado en un fundamento diverso al que pudiera haberse ocupado en su caso; esta Sala Unitaria resuelve decretar la ilegalidad del “Aviso de próximo corte de servicios” de fecha 18 de julio de 2018, lo que conlleva a determinar su nulidad lisa y llana, por las razones y motivos expuestos con anterioridad, actualizándose la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en el cual se establece textualmente lo siguiente:
"ARTICULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:
…
IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas;

…”
Conforme a lo anterior,  se dejan a salvo las facultades del organismo operador de agua para que en el ámbito de sus atribuciones y conforme al marco jurídico que regula su actuación pueda de ser procedente determinar el crédito fiscal que en su caso corresponda a los adeudos generados a cargo del usuario.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 35 fracción VIII, 37 fracciones II, V, VI y VII, y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2, 248, 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD , de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando SEXTO de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
